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Definiciones:

Accountability

“Accountability”, Es un vocablo de difícil traducción a los idiomas romances. Frecuentemente nos

referimos a él, a la usanza francesa, como responsabilidad financiera. Pero, con el debido

respeto a los galos, “responsabilité financière” es, únicamente, parte de la verdadera historia.

El concepto de “accountability” es: la obligación legal y ética, que tiene un

gobernante de informar al gobernado sobre cómo utiliza, y ha utilizado, el

dinero y otros recursos que fueron entregados para emplearlos en beneficio de

la sociedad.

En la amplia escala de responsabilidades de este tipo que, en último término, acaba a nivel

individual, la responsabilidad financiera pública afecta, en primer lugar, a los Gobernantes, al

“Gobierno” de un estado democrático. En inglés los identifican como “the rulers”, es decir, los que

ponen las reglas – supuestamente justas y civilizadas – de la gobernabilidad o “governance” que

deben ser acatadas por la sociedad civil. “Gobernabilidad”, neologismo de moda para identificar “el

acto y la manera de gobernar, la función del Gobierno”.

“Accountability” es Informar

Una de las obligaciones fundamentales del Gobierno, emanada directamente del principio de

responsabilidad pública es el de informar. La sociedad civil, por su parte, exige de sus

gobernantes el derecho a ser informado. Se plantea, pues, la problemática, tanto legal como

técnica (y, desde luego de corte ético y moral) del contenido, alcance y calidad de la información

financiera a técnica que un gobierno responsable debe poner a disposición del conjunto de la

sociedad (sus ciudadanos) en general.

En el caso de los países a los que Erhardt bautizó con el eufemismo de “en proceso de

desarrollo”, los requisitos de información por parte del Gobierno son también reclamados por los
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que participan en ese desarrollo, mediante créditos más o menos “duros", más o menos “blandos”,

y donaciones: es decir los organismos multilaterales y de financiamiento internacional, las agencias

de ayuda exterior y cooperación económica y social de los países llamados “desarrollados” y la

comunidad bancaria y financiera tanto nacional como internacional.

Que el Gobierno de una país democrático esté dispuesto a proporcionar y, de

hecho, proporcione, información fidedigna y transparente sobre sus actos de

Gobierno resulta esencial para la planificación y coordinación de la gestión

gubernamental de manera económica, eficiente, eficaz y, de modo destacado,

auditable independientemente, en beneficio de la sociedad.

Los “usuarios” (palabra de indudable origen latino pero que desde hace unas décadas se ha colado

a nuestra idioma por influencia del inglés) tanto los actuales como los potenciales, de la

información que suministra el Gobierno, reclaman, reclaman que dicha información les permita

hacer su propia apreciación sobre “cómo de bien – o de mal – le esta yendo al Gobierno.”

Las Dudas

Y esto nos lleva a comentar sobre los casos escandalosos de la manipulación de la información

con fines e intencionalidad política. Gran número de países, simplemente no poseen estadísticas

sobre los índices básicos de la economía; o, aún teniéndolas, son deliberadamente mal utilizadas o

convenientemente disfrazadas con ánimo de ocultar la realidad o mostrar una realidad “mejorada”.

¿Se está reduciendo ciertamente el déficit comercial o nos están presentando una visión

“mejorada” basada erreglos contables?

¿De qué manera el Gobierno o los que nos han puesto el dilema: ajuste “or else”, nos van a ayudar

en la creación de condiciones de crecimiento, nuevos empleos, erradicación de la pobreza y

desarrollo social?
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¿Bajo que condiciones se contratan ciertos créditos internacionales o se recurre ayudas de

“emergencia económica”, y cómo quedó la situación de ciertos activos y recursos, sean renovables,

entregados realmente en respaldo o garantía de la “ayuda”?

¿Cuánto ha sido el verdadero beneficio, o el quebranto económico, para el Estado, en la última

acción de privatización?

Sectores de Información Requerida por la Sociedad Civil

¿Cuáles son los sectores de información (rehuso utilizar el universal y anglicanizado término de

“áreas”) y cuáles los objetivos que caracterizan cada uno de ellos desde la perspectiva del

ciudadano? ¿Qué información requiere la sociedad civil, de su Gobierno?

En primer lugar la sociedad exige que los administradores de nuestros intereses, nos informen

sobre la integridad presupuestaria. Y aquí el Gobierno debe estar preparado para informar sobre:

¿Cuál fue la autoridad legal con que se financiaron las actividades del Estado?

Este funcionamiento y gasto, ¿se realizó en concordancia con la autorización legal?

Y después de realizados estos gastos, ¿cuánto queda?

Se reclama también ser informado por el Gobierno respecto a la gestión operativa del Estado

¿Cuánto cuestan los “programas” y cómo se están financiando?

¿Qué resultados se han obtenido con dichos programas?

¿Cuáles son y dónde se encuentran las propiedades, los terrenos que se supone son del

Estado? (Esto implica que el Estado posee un inventario de sus propiedades y

debidamente avaluado).
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¿Qué pasivos ha asumido el estado en su gestión operativa de los programas y

proyectos y, lo que resulta mucho más preocupante, que previsiones ha adoptado el

Gobierno frente a dichas obligaciones?

El siguiente objetivo de la información financiera, es el que podríamos llamar “la mayordomía”, “la

superintendencia”, la gestión administrativa:

¿Ha mejorado o se ha empeorado aún más, durante el pasado año, la “condición

financiera” del Gobierno?

¿Qué provisiones se han adoptado para el futuro?

Por último, existe el objetivo de sistemas y control interno en la gestión gubernamental.

En torno a este objetivo se formulan una serie de preguntas que demandan información:

¿Posee ciertamente el Gobierno sistemas y controles efectivos en términos de costo y que

permitan salvaguardar los bienes?

Y si los tiene, ¿permiten esos sistemas detectar a tiempo cualquier problema, corregir las

deficiencias en cuanto sean detectadas?

Son preocupaciones como éstas, las que definen los objetivos de un Sistema de Información

Financiera.

* * * * *

Ha llegado el momento ahora de que, siguiendo como guía las pautas elaboradas por la “Federal

Accounting Standards Board -- FASAB” de la administración norteamericana -- pionera a nivel

mundial en la materia que estamos tratando -- pasemos a enunciar los principios básicos que

caracterizan a la información financiera en cualquier país que aspire al calificativo moderno.
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Primer Objetivo de la Información Gubernamental: Integridad presupuestaria

El sistema de información financiera del Gobierno debe ayudar a que el Gobierno cumpla con el

deber de hacerse responsable públicamente, en primer lugar, del dinero y otros fondos que recibe

vía impositiva, mediante financiamiento internacional a través de organismos y contribuciones

privadas, o por donaciones de origen nacional e internacional.

En segundo lugar el Gobierno debe responder si los gastos efectuados contra esos fondos se han

realizado de acuerdo a las leyes y reglamentos presupuestarios para el ejercicio vigente y, en el

caso de los beneficiarios del crédito internacional, de acuerdo a las estipulaciones pactadas con el

organismo financiero y previstas en el convenio de Préstamo o Crédito respectivo.

Es decir, el sistema de información financiera debe proporcionar al ciudadano interesado la

posibilidad de determinar

el cumplimiento con la legalidad presupuestaria.

el estado de los recursos presupuestarios (lo que implica que los fondos autorizados para

un fin determinado se hayan gastado de hecho, en esos fines).

Y, algo extraordinariamente importante y frecuentemente olvidado,

el costo de los programas y la uniformidad contable como se informa sobre tales costos.

Segundo Objetivo: La Gestión Operativa del Estado

En Función de las 3 “Es”

Hemos definido el Segundo Objetivo como de gestión Operativa y lo vamos a enunciar así: la

información financiera a ser proporcionada por el Gobierno debe permitir, a quienes vayan a utilizar

la información, evaluar

el esfuerzo realizado por mantener los servicios, los costos y logros de la Unidad

Económica en cuestión
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de que manera se han financiado tales esquemas y logros, y

la administración de los activos, bienes y propiedades así como sus obligaciones,

ingresos y costos.

Este objetivo surge del deber que tiene un gobierno democrático de dar cuenta de sus actos por el

manejo de los recursos y la provisión de servicios públicos de manera económica y eficiente y por

la eficacia lograda en el logro de los resultados previstos.

Conceptos:

Economía es el grado en que un organismo del estado, programa, proyecto, actividad o función

minimiza el costo de los recursos humanos, financieros y físicos adquiridos o utilizados, después

de dar debida consideración a la cantidad y calidad adecuada, en la oportunidad debida y a los

mejores precios.

Eficiencia es la relación entre la producción de bienes y servicios y otros resultados alcanzados

por el Estado a través de sus entidades o unidades económicas, y los recursos utilizados o

producidos para alcanzarlos. Puede referirse a la totalidad de la entidad o ente, o simplemente a

una parte del mismo (programa, proyecto o actividad). Suele también definirse como el grado en

que los resultados y productos, y los recursos utilizados para producirlos, cumplen con las normas

o criterios de ejecución aprobados. Para la Fundación Canadiense de Auditoría Integrada (la

CCAF), eficiencia es el logro del mejor uso productivo posible, por parte del Estado, de los bienes,

la gente y el dinero.

Eficacia, como índice de gestión Gubernamental, es el grado en que una entidad pública,

programa, proyecto actividad o función consigue los objetivos establecidos en las políticas del

Gobierno, las metas operativas establecidas y otros logros o efectos previstos de la planificación.

Tiene que ver con la relación existente entre los resultados esperados (impacto previsto) y los

productos reales (impacto de bienes, recursos u otros resultados). Para la Fundación Canadiense

de Auditoría Integrada, como con anterioridad para el Buró de Auditoría del Gobierno Sueco,
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efectividad es el grado en que los programas van alcanzando, de hecho, lo que se previó que

deberían lograr.

Utilizar los criterios de economía, eficiencia y eficacia en la gestión operativa del Estado significa

que el Gobierno pueda responder sobre cómo se aplican tales criterios a los fondos y dinero

utilizado, al manejo de los créditos, préstamos y garantías, a los procesos de adquisiciones o

compras (inventarios, equipos, materiales) a la vida útil y costo de reemplazo de los sistemas y

equipos mas importantes, y al seguimiento de los gastos no pagados.

CONCEPTO SOBRE CONTROL INTERNO

1) LA AUDITORIA INTERNA EN LA ACTUALIDAD

La incorporación de nuevas tecnologías y de los sistemas informáticos, está operando con

indudable rapidez, cambios profundos en todos las actividades del espectro socioeconómico.

Ese cambio no es un reclamo puramente formal, debe significar y representar el destino y

distribución adecuada e intencional de los medios y de los recursos, en un marco de extrema

competitividad, lo que exige que cada organización actúe al máximo de su capacidad potencial, y

es en este contexto donde se ha revitalizado el concepto de control interno, se revaloriza la

responsabilidad del administrador y de la Auditoría Interna, se introduce un enfoque sistémico de

gestión y control, y se implanta la evaluación de la gestión mediante la supervisión de la efectiva

aplicación de criterios de Eficacia, Eficiencia y Economía. La unidad de auditoría interna está

plasmada como un órgano de apoyo a la autoridad superior y su objetivo central no es la censura

de los actos de gestión que estima cuestionables, sino lograr la rectificación o corrección de

rumbos y metodologías que adolezcan de errores o desvíos.

Esto significa una evolución en el rol de la Auditoría, y así como en el pasado los auditores

tendieron a marcar errores y asignar culpas, en la actualidad, el centro de su actuación, es asistir a

las unidades orgánicas y a sus directivos de línea en la administración del riesgo, a través de la

identificación de problemas y las sugerencias de mejoras que agreguen valor o refuercen a la
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entidad que integran. Las entidades financieras en especial, desarrollan y documentan adecuados

procedimientos administrativos de control interno respecto de las transacciones que realizan,

destinados a la prevención y/o detección de errores e irregularidades y su rápida corrección.

El estudio de la cartera activa, los criterios observados para la administración del crédito, su

encuadramiento en las normas, y el análisis de las prioridades fijadas para su otorgamiento, son

algunos de los aspectos incluidos imprescindiblemente en los programas de Auditoria de Crédito,

de bancos y entidades financieras.

Se remarca que la acción de la Auditoría Interna abarca con fines preventivos, y rectificativos de

actuaciones y procedimientos erróneos, todos los aspectos que requieren supervisión para una

adecuada marcha de la entidad que integran.

La función de la auditoría ya no se puede limitar solamente a emitir críticas, sino fundamentalmente

a ayudar a los directivos a que solucionen sus problemas, actuando en un ambiente de armonía y

contando con el apoyo de la máxima superioridad. La Auditoría Interna es aquella que la

administración superior quiere que sea, creemos que en un ambiente en el que la gerencia

superior no valora su rol y no se encuentra comprometida con que la misma funcione, la Auditoría

Interna no puede lograr el nivel de excelencia necesario para coadyuvar con el progreso del Ente

que integra.

2) LA AUDITORIA INTERNA EN EL SECTOR PUBLICO ARGENTINO

La ley 24156 estableció el sistema de Administración Financiera y los sistemas de control del

sector público nacional, con el objeto de: Garantizar la correcta aplicación de los recursos públicos,

sistematizar las operaciones, desarrollar sistemas de información oportunos y confiables, y

establecer como responsabilidad propia de la administración superior de cada entidad: 1) Un

sistema contable adecuado a su naturaleza jurídica y características operativas, 2) Un eficiente y

eficaz sistema de control interno, normativo, financiero económico y de gestión sobre sus propias

operaciones, comprendiendo la práctica de control previo y posterior y de la Auditoría Interna

unidad que dependerá jerárquicamente de la autoridad superior de cada Ente.
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El Título VI de la citada Ley que norma el sistema de control interno, define a la Auditoría Interna

en su Artículo 102 que dice: “La Auditoría Interna es un servicio a toda organización y consiste en

un examen posterior de las actividades financieras y administrativas de los entes, realizada por los

auditores integrante de las unidades de Auditoría Interna. Las funciones y actividades del Auditores

Internos deberán mantenerse desligados de las operaciones sujetas a su examen”. Así mismo en

su Artículo 103 dispone: "El modelo de control, deberá abarcar los aspectos presupuestarios,

económicos, financieros, patrimoniales, normativos y de gestión, la evaluación de programas,

proyectos y operaciones, y estar fundado en criterios de economía, eficiencia y eficacia".

Como vemos, lo que ha hecho la Ley es llevar al ámbito del sector público, los principios contables

y de control que se aplican en el ámbito privado desde tiempo atrás, y como lo dice la Resolución

Nº 25/95 de la Secretaría de Hacienda que aprueba los principios de contabilidad generalmente

aceptados para el sistema de contabilidad gubernamental", se viene operando a nivel internacional

un proceso de transformación contemplando la incorporación de las técnicas modernas

predominantes y orientando a la contabilidad hacia la integración de los sectores componentes de

la economía global, a través de una sustancial optimización de la calidad de los registros contables

y su control interno.

Los principios básicos que sustentan su accionar son:

a) Independencia: Los Auditores Internos deben ser independientes respecto de las actividades

que auditan, depender directamente de la autoridad superior, y tener el nivel jerárquico

necesario para no estar subordinados a quienes auditan.

b) Reserva: Las Auditorías Internas se deben realizar con el debido cuidado profesional y la

reserva necesaria en la difusión de los resultados.

c) Alcance y Ejecución de los trabajos de auditoría: El trabajo de Auditoría debe incluir

1 -  Planificación.

2 -  Examen y evaluación de la información.

3 -  Comunicaciones de los resultados: y
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4 -  Seguimiento de las recomendaciones efectuadas.

La Ley 2141 establece

DE ADMINISTRACION FINANCIERA Y CONTROL

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º Ley) Es materia de la presente Ley de Administración Financiera y Control, el régimen

de los sistemas referidos a la obtención, gestión y control de recursos por parte de los organismos

del sector público y su aplicación para el cumplimiento de sus funciones y programas de acción.

Comprende, asimismo, el sistema de administración de los bienes del Estado y el sistema de

contrataciones.

Artículo 2º Regl.) La administración financiera comprende el conjunto de sistemas, organismos,

normas y procedimientos que intervienen en las operaciones de programación, gestión y control

necesarias para la obtención de los recursos públicos y su aplicación para el cumplimiento de los

objetivos y metas del Estado.

Artículo 2º Ley) Es objetivo de la presente Ley el desarrollo de un modelo administrativo basado

en la aplicación de los criterios que se señalan a continuación y que deberán ser tenidos en cuenta

en ocasión de su reglamentación, interpretación y aplicación.

a) Sistematización de las acciones de generación, programación y aplicación de los diferentes

tipos de recursos.

b) Aplicación integral de los principios generales señalados en el artículo 3º.

c) Desarrollo de un sistema de control en los términos del artículo 4º.

d) Implementación de procedimientos que aseguren información oportuna y adecuada, y apta

para las funciones de dirección y evaluación de gestión.
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e) Utilización de la programación de acciones por medio del Presupuesto como mecanismo

básico para fijar objetivos, asignar recursos y evaluar resultados.

f) Instrumentar un régimen de responsabilidad por la administración de los recursos asignados y

por la gestión de los mismos en función de los objetivos fijados.

Artículo 2º) Sin reglamentar.

Artículo 3º Ley) La administración de los recursos públicos se ajustará a los siguientes principios

generales:

1) La legalidad de los actos, operaciones y procedimientos.

2) La regularidad en las operaciones del registro e información contable.

3) La responsabilidad de los funcionarios por su gestión, tanto en lo referente a los recursos

administrados como a los resultados obtenidos.

4) El resguardo del patrimonio e intereses fiscales en los actos y operaciones de gestión y

administración.

5) Economía en el costo de las operaciones dirigidas a la obtención y aplicación de los recursos.

6) Eficacia en el grado de cumplimiento de los objetivos y eficiencia en la relación costo-beneficio

necesaria para su obtención.

7) Transparencia y publicidad de los actos y de los resultados de la gestión.

Artículo 3º Regl.) La responsabilidad a que alude el inciso 3) se extiende a la administración

superior de cada jurisdicción o entidad del sector público provincial, respecto del mantenimiento y/o

implantación de:

1) El sistema contable uniforma e integrado del artículo 49º de la Ley desarrollado para las

entidades del inciso I) del artículo 6º, y los pertinentes sistemas de las entidades del inciso 11)

de dicho artículo.

2) Demás registros e información acorde con su naturaleza jurídica y características operativas,

cuyas sistemas deberán guardar compatibilidad y conectividad con el sistema contable

mencionado en el inciso 1).
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3) Un eficaz y eficiente sistema de control interno normativo, financiero, económico y de gestión

sobre sus propias operaciones, comprendiendo la práctica del control previo y posterior y de

auditoría interna.

4) Procedimientos adecuados que aseguren la conducción de los resultados de los programas,

proyectos y operaciones de los que es responsable la jurisdicción o entidad.

La responsabilidad incluye cumplimentar el requisito de contar con personal calificado y suficiente

para desempeñar con eficiencia las tareas que se les asignen en el marco de la Ley.

Artículo 4º Ley) El modelo de control tendrá por objeto la gestión integral de cada organismo,

verificando la adecuación a los principios señalados en el artículo 3º, del conjunto integrado de sus

sistemas y de los actos y operaciones en ellos comprendidos.

Artículo 4º Regl.) El sistema de control comprende  las estructuras de control interno y externo y el

régimen de responsabilidad que está asentado en la obligación de los funcionarios de rendir

cuentas de su gestión.

Artículo 5º Ley) Serán órganos ejecutores del sistema de control, en los términos del artículo 4º:

a) El Tribunal de Cuentas de la Provincia, quien ejercerá el control externo de la hacienda pública.

b) La Contaduría General de la Provincia, en los términos del título V de la presente Ley, y las

comisiones de auditoría que designe la Contaduría General de oficio o por indicación del Poder

Ejecutivo, con la competencia e integración que fije la reglamentación.

c) Cada órgano de la Administración provincial con relación a los diversos tipos de recursos de

cuya administración es responsable.

d) Las unidades operadoras de los diferentes sistemas, en la forma y con los alcances que

establezca la reglamentación.

e) Las unidades de auditoría interna que se constituyan en el ámbito de los Poderes Legislativo y

Judicial, y las que establezca el Poder Ejecutivo en aquellos organismos de su jurisdicción.
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Artículo 5º Regl.) Además de las funciones establecidas en el artículo 9º, y las demás que

pudieran corresponderle, los titulares de los Servicios Administrativos serán ejecutores primarios

del sistema de control en los términos del artículo 4º de la Ley. En los organismos dependientes del

Poder Ejecutivo a que aluden los incisos c) y e) del apartado 1) del Artículo 6º de la Ley, podrán

constituirse dentro de su estructura orgánica Unidades de Auditoría Interna, a propuesta de la

Contaduría General de la Provincia, con las funciones y organización que ésta les asigne en su

carácter de órgano rector del sistema de control interno.

Las Unidades de Auditoría Interna tendrán dependencia funcional de la Contaduría General de la

Provincia , quien establecerá los perfiles , condiciones y requisitos que deberán reunir sus

integrantes. Los mismos serán designados por resolución ministerial en el caso de los organismos

mencionados en los s c) y e) del inciso I) del artículo 6º de la Ley, y por disposición de máxima

autoridad en el resto de los organismos y entidades.

Artículo 6º Ley) Las disposiciones de la presente Ley serán de aplicación en todo el sector público

provincial que a tal efecto, queda integrado por:

I. Administración provincial integrada por:

a) El Poder Ejecutivo.

b) El Poder Judicial.

c) El poder Ejecutivo y los órganos centralizados dependientes del mismo.

d) El Tribunal de Cuentas.

e) Los organismos descentralizados, incluido el Instituto de Seguridad Social del Neuquén.

II. Las empresas y sociedades del Estado y toda otra organización empresarial en la que el

Estado tenga participación mayoritaria en el capital o en la formación de las decisiones, en los

aspectos que le sean aplicables.

Artículo 6º Regl.) A los entes que alude el inciso II del artículo 6º de la Ley, le serán de aplicación

las respectivas leyes de creación en tanto no se opongan a los principios y normas de
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administración financiera establecidas en la Ley, con las particularidades que para cada caso uno

de los sistemas establezca la reglamentación y/o el respectivo órgano rector. En particular, al

sector público financiero sólo le serán de aplicación los principios y objetivos establecidos en la ley.

Artículo 7º Ley) Quedan, asimismo, sujetos a los alcances de la presente ley y a la competencia

de sus órganos de control, aquellas personas privadas y entes públicos no estatales a los que se

les hubiera asignado recursos para su administración en función de un objeto determinado. Los

mencionados alcances se refieren, en particular, a la responsabilidad de rendir cuentas en tiempo y

forma, de la aplicación de los recursos y del cumplimiento de las condiciones establecidas en el

acto de asignación.

Artículo 7º) Sin reglamentar.

Artículo 8º Ley) A los efectos de la presente Ley se entenderá por entidad a toda organización

pública con personalidad jurídica y patrimonio propio, y en particular al Poder Legislativo, al Poder

Judicial, al Poder Ejecutivo y los organismos centralizados dependientes del mismo: a cada

organismo descentralizado o desconcentrado del poder Ejecutivo del Poder Ejecutivo, y al Instituto

de Seguridad Social.

Se entiende por jurisdicciones a cada una de las siguientes unidades institucionales:

Poder Legislativo.

Poder Judicial.

Gobernación, Ministerios y Secretarías del poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 8º) Sin reglamentar:

Artículo 9º Ley) La administración financiera está conformada por los sistemas que se enumeran a

continuación. Cada uno de ellos estará bajo la supervisión técnica de un órgano central y

coordinados todos ellos por el ministro de Hacienda, Obras y Servicios Públicos, por sí o a través

del Subsecretario de Hacienda y Finanzas.
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a) Sistema de presupuesto.

b) Sistema de Crédito Público.

c) Sistema de Contabilidad.

d) Sistema de Tesorería.

e) Sistema de Contrataciones.

f) Sistema de Administración de Bienes.

g) Aquellos otros sistemas conexos que fije la reglamentación.

Artículo 9º Regl.) La dirección y coordinación de los sistemas que integran la administración

financiera en los términos del artículo 9º de la Ley, estará a cargo de la Subsecretaría de Hacienda

y Finanzas dependiente del Ministerio de Hacienda, Obras y Servicios Públicos.

En cada Jurisdicción o Entidad los sistemas de administración financiera se organizarán y operarán

dentro de un Servicio Administrativo integrado a su estructura orgánica, con un nivel y jerarquía

acorde con la magnitud, característica y complejidad de los sistemas que administre. El

responsable del Servicio Administrativo Financiero será designado por el titular de la respectiva

Jurisdicción o Entidad.

La Subsecretaría de Hacienda y Finanzas, previa intervención del órgano rector correspondiente,

establecerá las normas complementarias con relación a la competencia y operación de los

Servicios Administrativos, sin perjuicio de las que correspondan dictar a los órganos rectores de los

distintos de los distintos sistemas de administración financiera en virtud de las facultades que le

asigna específicamente la Ley y esta reglamentación.

Podrá organizarse más de un Servicio Administrativo Financiero en una Jurisdicción o Entidad,

cuando las características orgánicas y funcionales lo requieran.

Cuando por las características y complejidad de la organización y estructuras de las actividades

sustantivas de una Jurisdicción sea conveniente descentralizar determinadas funciones del servicio

administrativo financiero, la norma de creación determinará las funciones y responsabilidades que

le competen como subresponsable del servicio administrativo principal del cual dependen.
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En los organismos y entidades indicadas en el inciso I) del artículo 6º de la Ley el servicio

administrativo será función de las Direcciones de Administración, las que se organizarán dentro de

cada jurisdicción conforme lo establecido en los párrafos precedentes.

En las empresas, sociedades u organizaciones a que alude el inciso II) del artículo 6º y en la

unidades del artículo 24º de la Ley, el servicio administrativo financiero será función de la

dependencia orgánica que cumpla funciones equivalentes a las de una Dirección de Administración

en los organismos del inciso I).

TITULO V

DEL CONTROL INTERNO

CAPITULO I

DE LA CONTADURIA GENERAL DE LA PROVINCIA

Artículo 77º Ley) La Contaduría General de la Provincia será el órgano rector de los sistemas de

control interno de la hacienda pública, y en tal sentido actuará como Auditoría Interna del Poder

Ejecutivo.

Artículo 77º Regl.) El sistema de control interno se conforma con la Contaduría General de la

Provincia, y las unidades de auditoría interna creadas conforme lo establece el artículo 5º inc. c) de

la Ley.

La Contaduría General de la Provincia actuará como órgano normativo, de supervisión y

coordinación del sistema de control interno, y cumplirá sus funciones de acuerdo a las atribuciones

conferidas por el artículo 79º de la Ley y concordante de este reglamento a fin de promover la

efectividad y eficiencia de las operaciones, la confiabilidad de la información contable, una

adecuada protección de los bienes del Estado, y el cumplimiento de las leyes y reglamentos

aplicables, proporcionando un servicio a la organización que asegure un razonable cumplimiento

de los sistemas de control implementados.
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El modelo de control que aplique y coordine la Contaduría General propenderá a ser integral e

integrado, y comprenderá aspectos presupuestarios, económicos, financieros, patrimoniales,

normativos y de gestión, la evaluación de programas proyectos y operaciones y estar fundado en

criterios de economía, eficacia y eficiencia. En tal sentido, cada Jurisdicción o Entidad se concibe

como un todo que cumple funciones, realiza procesos, obtiene resultados, y toma decisiones en el

marco de los principios generales del artículo 3º de la Ley.

Las unidades de auditoría interna creadas conforme lo establecido en el artículo 5º inc. e) de la Ley

y concordante de esta reglamentación, además de las normas que dicte la Contaduría General en

su carácter de órgano rector, deberán:

a) Aplicar el modelo de control que se establece en este artículo.

b) Realizar todos los exámenes integrales e integrados de las actividades, procesos y resultados

de la Jurisdicción o Entidad a la cual pertenezcan.

c) Informar a la Contaduría General la falta de cumplimiento de cualquiera de las normas que

rigen los sistemas de Administración Financiera y Control Interno.

d) Antes del 31 de octubre de cada año siguiente para su aprobación.

e) Confeccionar informes y realizar recomendaciones a las Jurisdicciones y Entidades con el

objeto de asegurar el debido cumplimiento de los principios generales del artículo 3º de la Ley.

f) Presentar bimestralmente a la Contaduría General un informe con lo actuado en el período que

incluirá las observaciones detectadas y las recomendaciones realizadas.

Artículo 78º Ley) La Contaduría General de la Provincia estará a cargo de un contador general,

integrando la misma un subcontador general y un cuerpo de auditores, y personal que le asigne la

Ley de Presupuesto que permita el cumplimiento de su cometido; el Reglamento Interno

establecerá su organización.
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Los cargos de contador general y subcontador general deberán ser provistos sin excepción, por

personas título de contador público con validez nacional, y deberán acreditar una antigüedad de

cinco (5) años en la Administración Pública y reunir los requisitos que establezca la

reglamentación.

El subcontador general en ejercicio de sus funciones asistirá al contador general y lo subrogará en

los períodos de ausencia.

La Contaduría General de la Provincia como organismo responsable del control interno, dependerá

directamente del Poder Ejecutivo.

El contador general se asimila jerárquica y remunerativamente al Presidente del Tribunal de

Cuentas de la Provincia, y le serán aplicables las mismas normas de excusación, recusación y

remoción.

Artículo 78º) Sin reglamentar.

Artículo 79º Ley) Además de las funciones establecidas en los artículos 55, 56 y 77 de esta Ley, la

Contaduría General de la Provincia tendrá las siguientes atribuciones:

a) Dictar normas técnicas en materia de registración, información y control, y verificar su

cumplimiento.

b) Dictar normas técnicas en materia de auditoría y control interno.

c) Programar, ejecutar y supervisar planes de auditoría contable, operativa y de gestión,

coordinando con el Tribunal de Cuentas la ejecución del Programa Anual de Auditoría.

d) Efectuar recomendaciones en forma directa a los organismos comprendidos en el ámbito de su

competencia, tendientes a asegurar el adecuado cumplimiento de las normas vigentes.

e) Asesorar al Poder Ejecutivo y a las autoridades de los organismos que de él dependan en

materia de su competencia.
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f) Poner en conocimiento del Poder Ejecutivo los actos que, a juicio del organismo, impliquen

significativos perjuicios al patrimonio del Estado, y recomendar las medidas que estime

conveniente.

g) Requerir de los organismos comprendidos en el ámbito de su competencia la información que

estime necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

h) Informar al Poder Ejecutivo sobre la gestión económica y financiera y de las operaciones de los

organismos sujetos a control.

i) Informar al Tribunal de Cuentas sobre la gestión cumplida por los organismos bajo control, y

atender consultas y requerimientos específicos formulados por el órgano de control externo.

j) Practicar, cuando lo estime conveniente, inspecciones y verificaciones de aquellas instituciones

subvencionadas, con comunicación al Poder Ejecutivo.

k) Reparar errores formales en las órdenes de pago, decretos o resoluciones llegadas a su

conocimiento o intervención .

l) Disponer la devolución de fondos mantenidos sin aplicación por los responsables, conforme lo

reglamente el Poder Ejecutivo .

m) Tomar conocimiento de toda cuestión que disponga el inicio de acciones judiciales a favor del

fisco, como asimismo la Fiscalía de Estado le comunicará sobre toda demanda que se

promueva contra el Estado, y a su término la sentencia definitiva que se dicte.

n) Dictar el Reglamento Interno en un todo de acuerdo con las disposiciones de esta Ley y su

reglamentación.

Artículo 79º Regl.) Para cumplir su objetivo, la Contaduría General podrá:

1.- Disponer la realización de auditorías financiera, de legalidad y de gestión, así como también

estudios, pericias, investigaciones y consultorías sobre la evaluación de programas, proyectos

y operaciones. Cuando la magnitud, naturaleza o especialidad de los trabajos lo aconseje,

podrá recurrir a la contratación de servicios profesionales independientes.

2.- Adoptar las medidas necesarias para ejercer las funciones de coordinación y supervisión que

le acuerda la Ley.
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3.- Establecer los requisitos mínimos para la integración de las Unidades de Auditoría Interna, su

organización y funcionamiento. Requerir de sus integrantes calidad técnica y especialidad

profesional adecuadas a la actividad sustantiva desarrollada por la jurisdicción o entidad.

4.- Aprobar los planes de trabajo de las Unidades de Auditoría Interna y requerir información sobre

la ejecución y los resultados de los mismos.

5.- Formular recomendaciones a las Jurisdicciones o Entidades para asegurar un debido

acatamiento a las normas impartidas, y efectuar un seguimiento de las conductas logradas.

6.- Disponer la transferencia a la Tesorería General de aquellos fondos  que a su juicio se

encuentren ociosos o sin aplicación.

Para el cumplimiento de sus actividades, la Contaduría General, tendrá acceso a todos los

registros documentales, magnéticos, documentación de respaldo, y lugares de trabajo necesarios

para el cumplimiento de sus funciones.

La coordinación que se establece en el artículo 79º inciso c) de la Ley, se refiere a aquellos

aspectos que sean factibles de compatibilizar y/o complementar teniendo en cuenta las diversas

competencias de cada uno de los organismos de control.

El procedimiento para la aplicación de las comunicaciones al Poder Ejecutivo, indicadas en el

artículo 79º incisos f) y j) será el establecido en el artículo 110º de la ley.

Las comunicaciones que la Fiscalía de Estado deba efectuar al inicio de juicios a favor o en contra

del Estado, así como sus sentencias definitivas, deberá efectuarlas dentro de los quince (15) días

de producidas dichas circunstancias o de tomado conocimiento de las mismas.

Artículo 80º Ley) El contador general formulará oposición a todo acto que llegado a su

conocimiento o intervención importe una violación a las normas en vigor. La oposición quedará sin

efecto cuando la autoridad que dispuso el acto, desista o modifique el mismo de acuerdo al

pronunciamiento de aquél. Si no desiste, por escrito elevará todos los antecedentes al Tribunal de

Cuentas, cesando su responsabilidad.
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Si el Tribunal de Cuentas desecha la oposición, el acto se cumplirá sin mas trámite, pero si la

comparte, sólo podrá ser cumplido previa insistencia del Poder Ejecutivo en Acuerdo de Ministros.

En jurisdicción de los  Poderes Legislativo y Judicial la insistencia será firmada por el presiente de

esos Poderes.

Con respecto a las oposiciones a las órdenes de pago, se procederá conforme a los artículos 140 y

147 de la Constitución.

En todos los casos de insistencia, el Tribunal de Cuentas mandará a publicar su sentencia y

enviará copia a cada uno de los Poderes.

Artículo 80º Regl.) El funcionario que reciba orden de hacer o no hacer, que implique transgredir

disposiciones legales; está obligado a advertir por escrito, al superior de quien reciba la orden,

acerca del carácter de la transgresión y sus consecuencias y el superior está obligado a

responderle también por escrito. En caso de que el superior insista, no obstante dicha advertencia,

el funcionario cumplirá lo ordenado y comunicará la circunstancia al Contador General de la

Provincia quedando a salvo su responsabilidad.

La no observación de un acto de administración por parte del Contador General de la Provincia no

libera de responsabilidad a los funcionarios que dispusieron el acto.

El Contador General de la Provincia está facultado para no oponer reparo a los actos

administrativos que contengan errores formales previas las seguridades que estime necesario en

cada caso.

En los Organismos Descentralizados, Poderes Legislativo y Judicial y demás entes del artículo 6º

de la Ley, los actos de oposición serán formulados por los respectivos Directores de Administración

o funcionarios que hagan sus veces.
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A2 AREA AUDITORIA INTERNA – MISION – FUNCIONES

MISION: Revisar en forma sistemática y organizada el cumplimiento de programas, planes,

procedimientos, leyes y reglamentaciones, evaluando la aplicación de criterios de eficacia,

eficiencia y economía en su cumplimiento y verificar la confiabilidad e integridad de la información

patrimonial, presupuestaria, financiera, económica y de gestión.

FUNCIONES:

JEFATURA DE AREA

Realizar el plan de acción de la Auditoría.

Revisar el cumplimiento de la gestión presupuestaria, financiera, patrimonial y de crédito .

Informar los resultados del trabajo de Auditoría a la secretaría y efectuar las recomendaciones que

tiendan a corregir los problemas detectados.

Revisar la adecuación y efectividad del sistema de control interno de la organización.

Brindar asistencia a las unidades orgánicas a través de la identificación de problemas y la

sugerencia de mejoras.

DEPARTAMENTO DE CONTROL DE LEGALIDAD

Revisar el cumplimiento de leyes y normas reglamentarias de aplicación en el Organismo.

Analizar la procedencia de todas las normas reglamentarias vigente y preparar un Digesto de las

mismas a fin de lograr su difusión y aplicación.

DEPARTAMENTO DE EXAMEN Y EVALUACION DE LA INFORMACION

Revisar la confiabilidad e integridad de la información financiera y operativa y los medios utilizados

para identificar, medir, clasificar y comunicar dicha información.
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Revisar las operaciones para determinar si los resultados son coherentes con los objetivos y metas

establecidas.

Analizar la aplicación de principios de contabilidad generalmente aceptados en la elaboración de

los estados contables e informes financieros, a fin de reflejar correctamente, las transacciones,

ingresos y egresos y situación patrimonial.

Realizar el seguimiento de la medidas recomendadas para subsanar los desvíos observados.

PLAN DE TRABAJOS GENERAL

Los alcances de la Auditoría serán los propios de una Auditoría Interna.

El grado de avance del plan estará en función de la organización de los sectores, su dinámica en

los procesos habituales y guarda de la documentación a intervenir.

El Plan General de tareas de la Auditoría Interna, sin perjuicio de lo que en particular indique, se

ajustará a los siguientes temas enunciativos y no taxativos:

1 -  Presupuesto. Ejecuciones periódicas. Recursos y erogaciones. Destino de gasto.

2 -  Contabilidad General. Análisis al azar de distintas cuentas. Imputaciones. Responsables.

Proveedores. Deudas sociales y fiscales.

3 -  Convenios. Movimiento de fondos. Registros.

4 -  Personal. Cumplimiento de normas.
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A3 INSTITUCIONALIZACION

INTRODUCCION

Desde hace tiempo, estamos firmemente convencidos de la necesidad de que la función de

Auditoría Interna cuente con el suficiente apoyo o respaldo legal para que determinadas

instituciones y empresas, tanto Públicas como Privadas, estén obligadas a emplearla en su gestión

y administración.

En los países en que hay disposiciones legales o administrativas al respecto, la Auditoría Interna

se desarrolla paulatinamente, y contribuye de forma importante a la transparencia informativa y al

control interno de las empresas.

El Instituto de Auditores Internos de España considera la carencia de institucionalización o

respaldo legal, como uno de los problemas que retrasan el aprovechamiento pleno de las

posibilidades que la auditoría interna ofrece para el mejor control y gestión de las organizaciones.

Es la razón de máxima transparencia de los fondos públicos y máxima confianza del inversor

privado, la que justifica la específica regulación de la función de Auditoría Interna y la hace

bastante diferente de cualquier tratamiento análogo para otras funciones de gestión.

¿Cómo entendemos nosotros, este proceso de institucionalización o respaldo legal y de otro

orden?

Obligatoriedad de que las empresas públicas cuenten con Comité de Auditorías y Departamentos

de Auditorías Internas, dependiente de dicho Comité, con sus funciones, atribuciones y

obligaciones claramente especificadas.

Asimismo, los Organismos e instituciones de la Administración Pública deberían disponer de

unidades similares, transformando los viejos Departamentos de Inspección, en modernos

Departamentos de Auditoría.
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Igualmente, las empresas que cotizan en bolsa y las pertenecientes a sectores de gran

trascendencia para la economía de los países, tendrían que tener servicios de auditoría interna

debidamente regulados en determinados aspectos básicos, para asegurar su independencia y

eficacia.

Con esta ponencia se pretende demostrar razonablemente la conveniencia para el interés público,

y para la sociedad en general, de que la función de Auditoría Interna se establezca con carácter

obligatorio para el sector público, y se estimule su implementación en las grandes empresas

privadas.

1. ¿POR QUÉ LA AUDITORÍA INTERNA?

1.1. Razones Económicas.

El estudio del Comitee of Sponsoring Organizados (C.O.S.O.) de la Comisión Treadway señala que

la finalidad del control interno es tratar de conseguir estos tres objetivos:

Ø Fiabilidad de la información financiera.

Ø Eficiencia de las operaciones.

Ø Cumplimiento de las leyes y normas internas.

El principal objetivo de la función de Auditoría Interna en el que se resumen todos los demás es

asegurar a las organizaciones un razonable control interno. Si esto es así, la Auditoría Interna

alcanza, cuando se alcanza, cuando se ejerce y utiliza eficazmente, en relación con los resultados

de las organizaciones y tratándose de empresas la influencia que ejerce y utiliza eficazmente, en

relación con los resultados de las organizaciones y tratándose de empresas la influencia que ejerce

sobre su competitividad en el mercado. Porque cuando una empresa está administrada y dirigida

sobre la base de un control interno adecuado, el problema será producir los bienes y servicios que

demanda el mercado en calidad y precio.
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Pero es preciso también tener muy en cuenta, que según la Declaración de Responsabilidades de

los Auditores Internos , que periódicamente publica The Institute of Internal Auditors – nuestra

organización profesional – una característica única de la Auditoría Interna, única en el sentido de

que solamente esta función de gestión la posee, es asistir a los miembros de las organizaciones en

el eficaz cumplimiento de sus responsabilidades. A todos los miembros de una organización, desde

el Directorio o Consejo de Administración hasta el último empleado o funcionario de la misma.

La aplicación práctica de estos postulados teóricos a las organizaciones produce, sin duda, una

mayor  transparencia en su gestión y una más segura y veraz información para todos los que con

ellas se relacionan: clientes, proveedores, accionistas, inversores, etc.

1.2. Razones Sociales.

Como grupo social, los auditores internos tienen un objetivo común – asegurar un razonable

control interno en las organizaciones a las que sirven, bajo dos exigencias que justifican su

condición profesional, que son el cumplimiento de las normas para el ejercicio de su actividad, y el

sometimiento a su código de ética.

La propia sociedad los acepta como tal grupo social, reconociendo su necesidad y conveniencia y

consecuentemente reforzando así su condición de profesión, que se convierte en vínculo de

transmisión de cultura y conocimientos especializados.

En este sentido, se llevó a cabo en Norteamérica, una amplia investigación para determinar cual

debiera ser un conjunto común de conocimientos de los auditores internos, llegándose a la

conclusión de que estos deberían conocer con alguna profundidad veinte disciplinas (Fiscalidad,

Marketing, Razonamiento, Etica, Auditoría, Comunicación, Organización, Computadores de

Ordenadores, Sociología, Fraude, Contabilidad Financiera, Recogida de Información, Derecho,

Contabilidad de Gestión, Estadística, Finanzas, Economía, Métodos Cuantitativos, Derecho

Internacional y Derecho Político).
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Sobre esta base de conocimientos, después del ejercicio de la profesión de Auditor Interno durante

cierto número de años, los individuos están en las mejores condiciones para acceder a puestos de

responsabilidad en las organizaciones de las que ya tienen un conocimiento total y una visión

gerencial de las mismas.

Otra razón social a nuestro juicio importante, que se consigue con el ejercicio de la Auditoría

Interna de una organización, es habitual a los empleados al cambio, que como es sabido es algo

que la naturaleza humana en general, admite con dificultad. Pues bien, esto se consigue con la

auditoría operativa o de gestión, la cual mediante el análisis de los métodos y procedimientos de

trabajo trata de que las cosas se hagan de la mejor manera posible, buscando la eficiencia de las

operaciones. Y como una de las razones del empleo de este tipo de auditorías, es hacer extensible

la función al ámbito de una organización, en principio todas las personas que trabajan en ella se

habitúan a que nada es perfecto, a que todo o casi todo, puede mejorarse, transformarse o

sustituirse por sistemas, métodos y procesos mejores. Esto hace a las personas más flexibles, más

dispuestas a aceptar las innovaciones que supongan más efectividad y sean convenientes.

Trasladado al plano de la sociedad, pienso que contribuye a hacerla menos cerrada a las nuevas

tecnologías y más abierta a nuevos conceptos de la cultura y el pensamiento.

Por último, la auditoría interna correctamente ejercida, es un generador de humildad y de sentido

común en las organizaciones. Humildad en los auditores, que saben muy bien que no pueden ser

especialistas de ninguna de las funciones de gestión de una organización, y que los conocimientos

de cada área, función o unidad auditada residen en los auditados. Humildad en estos también,

porque de los informes de auditoría se desprenden deficiencias o vulnerabilidades que les pasarían

desapercibidas de no haber sido por la auditoría. Humildad en las organizaciones donde la

auditoría interna rinde óptimos frutos, cuando la alta dirección y los directorios o consejos de

administración aceptan las recomendaciones de los auditores y las ponen en funcionamiento.

1.3. El Interés Público.
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Hoy se acepta con carácter general, por tanto, que la función de Auditoría Interna contribuye

positivamente a asegurar el control y optimizar la gestión, o sea la dirección, organización y

administración, de instituciones tales como: empresas tanto públicas como privadas, corporaciones

públicas, Departamentos de la Administración Pública, agencias y oficinas gubernamentales e,

incluso, organizaciones religiosas en su contenido económico y financiero. Y tal aceptación

podríamos concretarla en tantos ejemplos como quisiéramos, de la existencia de departamentos

de Auditoría Interna en todas las instituciones anteriormente señaladas, ejerciendo en los más

países diversos del mundo.

Dando por bueno este planteamiento, empíricamente demostrable es razonable esperar que los

Gobiernos no permanezcan indiferentes respecto a la función de Auditoría Interna. En cualquier

caso, las instituciones de los auditores internos tienen la obligación de instar a que se garantice

debidamente el ejercicio eficaz de la función de Auditoría Interna, en principio en todas las

instancias públicas y gubernamentales, aduciendo la suprema razón del interés público, porque

son precisamente las instituciones de los auditores internos tienen la obligación instar a que se

garantice debidamente el ejercicio eficaz de la función de Auditoría Interna, en principio en todas

las instancias públicas y gubernamentales, aduciendo la suprema razón del interés público, porque

son precisamente las instituciones financiadas con cargo a los presupuestos de la Administración

Pública, a las más se le exige una gestión transparente y eficaz.

Sin embargo , las grandes organizaciones privadas, en las que sus gestores, no son más que esto,

gestores, sin ningún riesgo por inversión de capital o participación en el mismo, están todavía

menos sujetos a controles que los funcionarios públicos o gubernamentales y esto es peligroso,

como la actualidad se encarga de demostrarnos continuamente. Es válida aquí también la razón de

interés público, que asegure a los accionistas, inversores y proveedores, que la gestión es

transparente y que la Auditoría Interna contribuye decisivamente a ello.

2. TENDENCIAS ACTUALES A LA REGULACION

2.1. El Proceso Regulador
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En la actualidad se percibe una clara tendencia a la regulación, que ha tenido lugar en los años

más recientes, pues anteriormente la función de Auditoría Interna apenas si ha sido objeto de

atención por parte del legislador o de los gobiernos. En la publicación que el Instituto Español

realizó de dos ponencias de las presentadas en la 1º Jornada de Institucionalización, celebrada en

1994 en Madrid, está recogido ampliamente este proceso, que no es del caso reproducir aquí.

Baste decir que ejemplos significativos del mismo los encontramos en Estados Unidos, Canadá,

Brasil, Bolivia, Cuba y Uruguay.

La culminación de este proceso y el paradigma a seguir , es la ley israelí sobre Auditoría Interna.

2.2. La ley Israelí de 1992

En 1992 el Parlamento Israelí, -el Knesset- completó un prolongado proceso legislativo con

respecto a la Auditoría Interna, aprobando el 16 de marzo sin oposición, la “Ley de Auditoría

Interna 1992”.

Esta Ley obliga a las Instituciones Públicas a establecer la función de Auditoría Interna en sus

organizaciones, dirigida a por un Auditor Interno, de acuerdo con los deberes, autoridades y

responsabilidades que la Ley le asigna.

La Ley aprobada incluye 25 cláusulas y determina qué compañías públicas están obligadas a

mantener auditorías internas y detalla también una larga lista de instrucciones relativas a los

aspectos operativos para su adecuada implementación.

Cláusula 4 – “Funciones”

a) El Auditor Interno examinará, entre otras:

- Si las actividades de la institución pública es la que él sirva como auditor, y las de los

empleados y funcionarios de esa Institución, están en orden respecto a los deberes

considerados por la Ley, ordenada administración, normas éticas y economía y eficiencia, y si

ellas son efectivas para la consecución de los fines establecidos por ello.
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- Si las regulaciones que obligan a la Institución Pública respetan:

• Una correcta gestión de los activos y pasivos de la Institución Pública, incluyendo su

Contabilidad, y también la forma en la cual salvaguarda su propiedad y conserva e invierte

sus fondos.

• El Auditor Interno realizará la Auditoría de acuerdo con las normas profesionales

generalmente aceptadas

Cláusula 9 – “Información”

El auditor interno puede requerir y recibir cualquier documento o información que esté en poder de

la institución en la cual él sirve como auditor interno, necesario para el cumplimiento de su función;

una persona que es requerida a entregar un documento o información tal como se ha dicho,

deberá cumplir ese requerimiento dentro del período y de la manera prescrita indicados.

El Auditor Interno tendrá acceso, con la finalidad de cumplir su función, a toda base de datos

ordinaria o computarizada y a toda la base de datos y programas de datos procesados

electrónicamente de la Institución en la que sirve como auditor y examinarla.

Respecto a la información privilegiada de acuerdo con la Ley, las restricciones prescritas por la Ley

respecto a las personas delegadas para recibir tal información de acuerdo con esta Ley.

El Auditor Interno guardará secreto cada documento y toda la información conseguida como

consecuencia del cumplimiento de su función, excepto si es necesario dar cuenta de ella para

cumplir su función tal como requiere esta Ley, o es requerida de acuerdo con cualquier otra Ley.

Los poderes concedidos al Auditor Interno y los deberes impuestos, se aplicarán a sus ayudantes y

a cualquier persona que actúe a su favor.

Estudiando detenidamente estas cláusulas revelan, que son una fidedigna reproducción de los

principios básicos y del papel y responsabilidades de los Auditores Internos, publicada por The

Institute Internal Auditors (IIA).
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Cláusulas adicionales de la Ley, se refieren a la manera de desarrollar la función de auditoría

interna, relativas al programa anual, informes del auditor y a los procedimientos concernientes a la

información y a los órganos de dirección.

La Ley también da instrucciones acerca del propio Auditor Interno, señala directrices con respecto

a las cualificaciones requeridas a los candidatos a esta posición, y establece su estatus orgánico

entre los más altos escalones de la organización. Además, la Ley también determina las

condiciones para proteger al Auditor Interno de arbitrarios despidos.

La tendencia reguladora se puede concretar, por lo que a la República Argentina se refiere en la

Ley 24156 – de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del sector Público Nacional

(LAF y SC), que supone incorporación de Argentina al grupo de países más avanzados al respecto

y que a no dudarlo, proyectará su influencia en el sector privado y supondrá un fuerte impulso al

desarrollo de la función de auditoría interna.

Citemos también como fuentes de esta tendencia reguladora las recomendaciones de la Comisión

Treadway en los Estado Unidos, del Informe Cadbury en el Reino Unido de Gran Bretaña, e incluso

en España la Ley de Financiación de los Partidos Políticos y las conclusiones de diversas

Comisiones Parlamentarias de investigación, que recomiendan considerar la creación de órganos

de control interno, para asegurar la transparencia de las organizaciones y su correcta gestión.

3. INFLUENCIA DEL PROCESO REGULADOR EN EL DESARROLLO DE LA AUDITORIA

INTERNA

Una investigación efectuada en los EE.UU. comparó la situación de la función de Auditoría Interna

en Japón y en los EE.UU. teniendo en cuenta que el estudio podía considerarse representativo de

dos maneras de entender el ejercicio de la Auditoría Interna, pues éstos dos países controlan la

mayoría de las grandes firmas multinacionales y una significativa parte de la riqueza mundial.
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Por otra parte, la coincidencia de poder económico no significa que las culturas norteamericana y

japonesa sean similares, sino que por el contrario son radicalmente diferentes, según se

desprende del estudio que comentamos.

3.1. Los casos de Japón y E.E.U.U.:

En Japón la Auditoría Interna no se reconoce como una profesión y las pocas compañías

japonesas que tienen departamentos de Auditoría Interna les conceden un bajo estatus, o

existen en nombre solamente, por motivos de imagen. La vida japonesa está basada en la

lealtad de los empleados, y en la honestidad y en el honor. Hay poca separación de deberes y

escasos controles generales y firma de contratos.

Los accionistas confían en la dirección, y tampoco por la vía de descubrimientos financieros o

informes de los auditores es requerida la Auditoría Interna. Si un empleado es considerado

deshonesto, el individuo tiene `poca esperanza de encontrar otro empleo en una compañía

japonesa.

En una de las preguntas abiertas incluidas en el estudio, un japonés respondía que “el papel

del departamento de Auditoría Interna, en cuanto a la luz de su posición en la organización no

es alto”. Otro comentó: “La Auditoría Interna está dirigida a mejorar la eficiencia de la

organización y a incrementar su beneficio. Su principal objetivo no es la exposición de

irregularidades financieras y errores, porque la Auditoría Interna en las compañías japonesas

está generalmente basada sobre la doctrina ética de que la naturaleza humana es

esencialmente buena”.

Por el contrario, en los E.E.U.U. los auditores internos constituyen una profesión claramente

separada de cualquier otra, y han sido totalmente aceptados como un mal necesario por los

negocios USA. Los sistemas de control interno establecen fuertes separaciones de deberes,

cumplimiento de las políticas de la compañía, fiables sistemas de contabilidad y salvaguarda

de los activos. El estatus del auditor interno en los E.E.U.U. fue fortalecido por la “Foreign

Corrup Practices Act.” De 1977, la cual ordenó que las corporaciones deberían tener un buen
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sistema de control. Desde entonces la dirección es considerada legalmente responsable de las

carencias de los controles y los auditores internos han llegado a ser parte integral del sistema

de control interno de las organizaciones.

Las Normas de IIA para el ejercicio de la profesión de auditor interno son incluso, de obligado

cumplimiento en las oficinas, agencias y corporaciones gubernamentales de diversos Estados

de la Unión.

De lo expuesto anteriormente, se desprende que la función de Auditoría Interna está mucho

mejor y más fuertemente implantada y desarrollada en los E.E.U.U. que en el Japón, y una de

las razones que los japoneses aducieron para mejorar su estatus, fue la implantación de leyes

reguladoras de la función, pues no creen que la situación cambie por si misma. “Cuantos más

casos de corrupción salgan a luz, más leyes implicando a los auditores internos serán

implantadas”.

En este sentido, en E.E.U.U. existe un visible y creciente movimiento legislativo y regulador,

que exige a las organizaciones contar con fuertes departamentos de Auditoría Interna y que

incluso responsabiliza a los propietarios y a los consejos, en materia de fraudes e

irregularidades cometidas en su organización. Ejemplos son “The 1991 Federal Sentencing

Guidelines for Organizations” o el II.R. 4313 “Financial Fraud Detection and Disclosure Act.”.

En consecuencia, no es aventurado afirmar que el desarrollo de la función de Auditoría Interna,

y la óptima utilización de su capacidad potencial para asegurar la transparencia y el control

interno de las organizaciones, precisa un marco legal y regulador la institucionalice

adecuadamente, tendencia claramente perceptible en varios países e, incluso, la CE está

estudiando la conveniencia de regular la función de Control y Auditoría Interna, objetivo que

persigue con carácter prioritario la Confederación Europea de Institutos de Auditoría Interna.

3.2. El Ejemplo de la Comunidad Europea (CE)



35

El ejemplo de Europa es significativo de lo que representa la regulación de una actividad

profesional en su consolidación y desarrollo, nos referimos a la institucionalización de la auditoría

externa en la Comunidad como consecuencia de la respuesta a una octava directriz o directiva

comunitaria, dentro del proceso de armonización contable de la CEE.

La directiva establecía las medidas de coordinación referente a los auditores externos, como

personas encargadas de efectuar el control de las cuentas anuales de las Sociedades y grupos de

empresas. En este sentido determinaba:

- Los requisitos que deberían de reunir las personas físicas y sociedades que ejerzan la función

de auditores externos.

- Quienes estaban autorizados a facultar a estas personas para ejercer como tales.

- Los exámenes de aptitud profesional.

- El contenido de los mismos.

- El plazo para adaptar la legislación de los Estados miembros a lo dispuesto en la directriz.

Para cumplir con lo preceptuado en la directiva que comentamos los países de la Comunidad

Europea, dictaron las correspondientes leyes y regulaciones, que por lo que a España se refiere

están produciendo positivos efectos en el campo de la auditoría externa de los que a nuestro juicio,

destacaríamos los siguientes:

- Delimitación clara de la cualificación y ejercicio de la profesión.

- Atribución de competencias y funciones a la Administración y a las Corporaciones públicas

afectadas.

- Proceso de mejora de la información contable y financiera de las empresas.

- Gran desarrollo de la profesión y mejor y más completo conocimiento de la misma por todas

las organizaciones e instituciones del país.

Así que, concluyendo este epígrafe, el desarrollo y utilización de, las posibilidades de la Auditoría

Externa en Europa, exigió la promulgación de disposiciones legales y reglamentarias, que han

significado la institucionalización y ordenación de esta clase de Auditoría. Una actuación similar es
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esta misma línea regulatoria, tendría que dedicarse a la otra rama auditora, que es la Auditoría

Interna.

4. LA POLITICA REGULADORA DEL INSTITUTO DE AUDITORES INTERNOS DE ESPAÑA

4.1. Antecedentes

El Convencimiento de que la ausencia de institucionalización es en España uno de los más graves

problemas con los que nos enfrentamos para el desarrollo de la Auditoría Interna se concretó en

1990 en dos mesas redondas que el instituto organizó para conocer, en la primera de ellas, cuales

eran los problemas más importantes que debería tratar de solucionar para conseguir una eficaz

implantación en las organizaciones de la función de auditoría interna, y en la segunda, para

encontrar las posibles soluciones:

- Todos los departamentos de Auditoría Interna deberían disponer de un estatuto o carta de

auditoría aprobado por la gerencia y convenientemente difundido en el ámbito de cada

organización, para su conocimiento.

- Los auditores internos deberían someterse en el ejercicio de la función a las normas del

Institute of Internal Auditors (IIA).

- Tratar de conseguir alguna disposición oficial que precise las funciones de los auditores

internos y delimite su responsabilidad en principio en el Sector Público.

- Contactos con las organizaciones profesionales de auditores externos para regular las

relaciones entre ellos y los auditores internos.

De acuerdo con estas directrices, se inició una campaña de sensibilización de determinados

organismos de la Administración con facultades normativas y reguladoras, para que exigiesen a las

organizaciones de su sector de competencia, información sobre los departamentos de Auditoría

Interna (Dirección General de Seguros, Banco de España, instituto de Contabilidad y Auditoría de

Cuentas) lo que es ya una realidad, y junto con los informes de los auditores externos, se piden

informes complementarios con información, entre otros datos, de la auditoría interna, plantilla, tipo

de trabajos, etc.
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4.2. La 1º Jornadas de Institucionalización

Continuando con esta política de sensibilización, se celebró en Madrid a finales del año 1983 y en

ella –como tema central de la misma- se presentó una ponencia que señalaba el contenido de un

posible texto regulador, tal como seguidamente se indica, precisando a quien afectaría, su

finalidad, y la composición, funciones, atribuciones y deberes de los servicios de auditoría interna.

El texto regulador ponía de relieve que REGULAR es según el Diccionario de la Lengua Española

“reglar o poner en orden una cosa”. Por tanto, lo que se trata de conseguir con la regulación de la

función de Auditoría Interna es poner en orden, clarificar e implantar de modo general una función,

que ejercida con arreglo a los principios y normas que la definen actualmente, supone una garantía

del adecuado control interno de las organizaciones.

4.2.1. A que entidades afectaría.

En principio, todas las grandes unidades de la Administración Pública, empresas que dependan de

las mismas y sus organismos autónomos, empresas nacionales y empresas que coticen en Bolsa,

debieran ser las afectadas por la Ley, con independencia de que el legislador estableciera

determinados parámetros de magnitud (plantilla, volumen de ventas, valor de los activos, etc.) en

virtud de los cuales las empresas que estuvieran dentro de los mismos, serían igualmente objeto

de la Ley.

4.2.2. Finalidad.

La finalidad del texto regulador sería asegurar un correcto y eficaz sistema de control interno de las

organizaciones afectadas y ordenar la función y el ejercicio de la Auditoría Interna, como parte

integrante del sistema y responsable con la Dirección de su funcionamiento. En consecuencia, la

Ley tendría que determinar los elementos o partes que integran un sistema de control interno, así

como cuando dicho sistema se considerará adecuado y funcionando con efectividad. A este

respecto, la Ley debería de exigir como uno de los elementos imprescindibles del sistema. Los

servicios de Auditoría Interna, concebidos con arreglo a lo dispuesto en la propia Ley.
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4.2.3. Servicios de Auditoría.

Se debería determinar que se entiende por tales, indicando que dichos servicios estarían formados

por el Comité de Auditoría y por el departamento de Auditoría Interna de las respectivas

organizaciones.

a) El Comité de Auditoría debería estar presidido por una Empresa de prestigio profesional y

reconocida independencia, que en el caso de las empresas, podría o no, formar parte del

Consejo de Administración de la Organización; como vocales figurarían en el mismo  con

carácter obligatorio dos representantes del Consejo, o Directorio uno de los cuales tendría que

ser el Presidente Ejecutivo, Gerente General. Como Secretario del Comité actuaría el Director

o responsable de la Auditoría Interna.

El número de miembros del Comité de Auditoría debería ser reducido.

El Consejo de Administración nombraría al Presidente del Comité.

El Comité debería de reunirse al menos tres veces durante cada ejercicio económico:

- Una vez para aprobar la contratación de los servicios profesionales de los auditores de cuentas

o externos y el programa o plan anual de Auditoría Interna.

- Otra vez para efectuar el seguimiento de las recomendaciones contenidas en los informes de

Auditoría Externa e Interna.

- Otra vez para examinar la memoria anual de actividades y trabajos del departamento de

Auditoría Interna.

En cualquier supuesto, cuando así lo estimase necesario su Presidente.

Las Actas de las reuniones del Comité y los informes de Auditoría que éste considere oportuno, se

remitirán al Consejo de Administración de la Organización, a través de su Comité de Gerencia o

Ejecutivo, si existiera.
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Serían funciones del Comité y los informes de Auditoría que éste considere oportuno, se remitirían

al Consejo de Administración de la Organización, a través de su Comité de Gerencia o Ejecutivo, si

existiera.

Serían funciones del Comité de Auditoría:

- Aprobar el nombramiento del Auditor General o Director del Departamento de Auditoría.

- Proponer su sustitución o cese al Consejo o Directorio.

- Exigir en tiempo y forma el cumplimiento de las recomendaciones de auditoría.

- Aprobar la propuesta de contratación de los servicios profesionales de los auditores de cuentas

o externos.

- Aprobar o denegar las propuestas de servicios de auditores externos establecidas por los

departamentos correspondientes de la organización.

- Aprobar la Planificación estratégica y la programación anual del departamento de auditoría.

- Supervisar y dirigir la política de auditoría de la organización y al propio departamento de

auditoría.

b) Departamento de Auditoría Interna

El Departamento de Auditoría, dependería única y exclusivamente del Comité de Auditoría, que es

quien tendría competencias para seleccionar, nombrar y cesar al personal auditor cualificado, de

conformidad con la política y normas de personal de la organización.

Personal auditor cualificado se consideraría a los titulados superiores universitarios especializados

en auditoría, que tengan la certificación correspondiente expedida por los institutos, de auditores

internos o se encuentren en proceso de obtención del mismo.

La dirección del departamento de auditoría o el cargo de Auditor General, deberían ser

desempeñados por personal auditor cualificado, que obligatoriamente habría de pertenecer al

Instituto de Auditores Internos.

c) Atribuciones.



40

El Departamento de Auditoría Interna podría requerir y recibir cualquier información o documento

que exista en la organización a la que sirve y pertenece, que estime necesario para el

cumplimiento de su función y responsabilidades. No existiría información privilegiada o

confidencial, que no pueda ser examinada o solicitada por el Departamento de Auditoría.

Asimismo, tendría acceso en el cumplimiento de su función a toda la base de datos mecanizada o

no, programas informáticos, etc.

Los auditores internos podrían entrar en cualquier propiedad, oficina o centro de trabajo de la

organización a la que sirven, informando previamente a los responsables de las mismas.

d) Deberes.

Los Auditores Internos estarían a cumplir cualquier estrictamente el Código de Etica de la

organización profesional internacional de auditores internos, y en especial a guardar el secreto de

cuanto documento o información consiga en el cumplimiento de su función, excepto si es necesario

dar cuenta de ellos en sus informes, o le es requerida legalmente por ésta u otra ley cualquiera.

Asimismo, deberían comprobar que la organización a la que sirven cumple con las disposiciones

legales que le afectan, informando sobre las deficiencias, incumplimientos o irregularidades si las

hubiere.

Anualmente y destinado a los auditores externos, deberían realizar un informe sobre el Sistema de

Control Interno de la Organización a la que sirven.

Todos los informes de Departamento de Auditoría, deberían enviarse al Comité de Auditoria.

e) Funciones.

La “Declaración de Responsabilidades de los Auditores Internos”, del Institute of Internal Auditors

(IIA), aceptada generalmente en todo el mundo, suministraría al legislador la necesaria y suficiente

fuente documental para estipular las funciones y competencias de un departamento o servicio de



41

Auditoría Interna, por cuyo motivo nos abstenemos de hacer una relación detallada de las mismas.

No obstante resaltamos la conveniencia.

La publicación en la que se recogieron algunos trabajos de esta 1º Jornada, llevaba por título: “La

regulación de la Auditoría Interna, su aplicación a las universidades” y en ella se tratan

ampliamente algunos de los epígrafes incluidos en la presente ponencia. Dicha publicación fue

remitida a todos los partidos políticos parlamentarios de España y difundida entre diversos órganos

de la Administración Pública, despertando un cierto interés en ambos campos.

4.3. La 2º Jornada de Institucionalización.

Tuvo lugar en marzo de este mismo año, también en Madrid, y como la anterior fue organizada por

el Instituto de Auditores Internos de España.

La novedad de esta 2º Jornada necesitó en la participación en dicha de representantes de los

partidos políticos a los cuales se les había hecho anticipadamente un borrador de texto regulador

totalmente preparado, para ser sometido a debate y discusión.

La respuesta de los partidos políticos ha sido muy positiva y puede afirmarse que con los distintos

matices, todos ellos ven la conveniencia de regular de alguna forma la función de Auditoría Interna,

al menos en un sector Público, aunque se centran, en nuestra opinión excesivamente, en la

dificultad de asegurar realmente su dependencia, y no entienden bien como esta se garantiza si la

Auditoría Interna sigue siendo un órgano bajo la autoridad del Directorio o Consejo de

Administración.

Pero lo que se desea no es controlar a los órganos rectores de las organizaciones, sino obligarles

a que tengan en cuenta las recomendaciones de los Auditores Internos, a respetar el contenido

funcional de la auditoría interna, a comprometerse firmando su estatuto o carta de funcionamiento,

a considerar, en fin, que como administradores y directores de las organizaciones, les corresponde

como responsabilidad fundamental comprometerse en el objetivo de asegurar un razonable control

interno, utilizando para ello las capacidades de un Departamento de Auditoría Interna.
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5. CONCLUSIONES

1. La regulación de la función de Auditoría Interna no debiera tener ningún argumento en contar

razonable en el campo de actividades del Sector Público.

Por ello los Gobiernos deberían establecerla obligatoriamente en todos los organismos,

empresas, agencias, ministerios y similares entidades de la Administración Pública.

2. Igualmente, la exigencia de contar con servicios de Auditoría Interna debería requerirse a las

empresas y organizaciones privadas que:

- Reciban subvenciones o ayudas del Estado.

- Coticen en Bolsa de Comercio.

- Contraten obras o servicios con el Estado, según los casos que reglamentariamente se

determinen.

3. Con independencia de las anteriores conclusiones, los Gobiernos deberían de recomendar la

máxima atención al sistema de control interno de las organizaciones, por parte de sus

Directorios o Consejos de Administración.

4. La exigencia de un informe detallado sobre dicho sistema de control interno elaborado por los

servicios de auditoría de cada organización, con destino al Directorio o Consejo, firmado y

refrendado por estos y destinado a los auditores externos, es una medida que debería

constituir práctica habitual en todas las organizaciones importantes del Sector Privado.

5. Los Servicios de Auditoría Interna tanto en el sector público como en el privado, tendrían que

estar desempeñados por profesionales de la Auditoría Interna, debidamente acreditados.

6. Existen aspectos sociales importantes tales como: su decisiva contribución a la capacitación

de directivos y gerentes, la objetividad e independencia de los auditores internos, el empleo

del sentido común y de la razón como base de sus actuaciones, la lucha contra el fraude y las

irregularidades de todo tipo, entre otros menos significativos, que justifican más que
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sobradamente, el fomento de la función de Auditoría Interna por los Poderes Públicos y su

aceptación por los Grupos Privados y por la Sociedad, en general.

De esta forma, quedan concluidas las etapas A1, A2 y A3 del presente trabajo.


